PORTE ILEGAL DE ARMAS

RADICACIÓN: 660013187001-2006-07014-01

CONDENADO: DIEGO ALBERTO TRUJILLO RAMÍREZ


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, Marzo treinta (30) de dos mil siete (2007)
Aprobado por Acta No. 153







Hora: 05:45 p.m.  

1.- VISTOS 

Desata la Sala el recurso de apelación interpuesto de manera subsidiaria al de reposición por el apoderado del señor DIEGO ALBERTO TRUJILLO RAMÍREZ, resuelto mediante auto interlocutorio del diecisiete (17) de octubre de 2006 por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual negó la solicitud de prisión domiciliaria que fue presentada.
2.- PROVIDENCIAS 

En una extensa y pormenorizada decisión, el Juzgado de primer grado comenzó por destacar que en la petición elevada no se invocó fundamento jurídico alguno, pero se expusieron hechos y situaciones relacionadas con la personalidad del sentenciado, en particular las situaciones que llevaron al señor TRUJILLO RAMÍREZ a proveerse de armas de fuego para proteger su seguridad personal. No obstante, concluyó que no era posible acceder a la pretensión por cuanto la situación del interno no encajaba dentro de las hipótesis contenidas en los artículos 38 del Código Penal, 314.5 de la Ley 906 de 2004 ó 1º de la Ley 750 de 2002.
Sobre las razones aducidas y que pretendían justificar los motivos por los cuales su defendido necesitaba portar armas, el señor Juez que vigila el cumplimiento de la pena expresó que no era el momento para verter dichas explicaciones cuando ya existía una sentencia condenatoria de por medio. De igual forma, consideró que no era pertinente ni conducente la recepción de los testimonios de las personas que en ese sentido pidió el defensor que declararan, así como desestimó las declaraciones extraproceso presentadas, también, por referirse al mismo asunto.
Enfocado en lo sustancial, estudió la situación del sentenciado a la luz del artículo 38 del C. P., para lo cual dijo que se cumplía el aspecto objetivo por la cantidad de pena prevista para el delito, inferior a cinco (5) años. En lo que hacía con el análisis del elemento subjetivo, se refirió a la personalidad del señor DIEGO ALBERTO TRUJILLO RAMÍREZ, reflejada en sus logros académicos a través de sus títulos universitarios como Administrador de Empresas, Historiador y Filósofo, degradada por comportamientos al margen de las normas de convivencia pacífica establecidas en el ordenamiento jurídico, en especial porque cuando se cometió la conducta que ahora lo tenía tras las rejas, estaba gozando del beneficio de la condena de ejecución condicional por delito similar.

De allí se infería que el sentenciado era persona que no quería obedecer la ley, circunstancia agravada por las circunstancias específicas del último comportamiento (dos armas con sendas municiones; el haber disparado en dos ocasiones; estar bajo el efecto de sustancias embriagantes y sicoactivas) y el hecho de que para ese momento ya tenía conciencia de la prohibición de portar armas de fuego sin el respectivo permiso, de las consecuencias que ello acarreaba, máxime cuando se había comprometido entre otras a no volver a violar la ley.

Coligió que si aún estando bajo las restricciones legales de su libertad condicionada el señor TRUJILLO RAMÍREZ había delinquido nuevamente en ejecución de delito semejante, pero en condiciones de mayor gravedad, no existía garantía de que su permanencia en prisión domiciliaria no generaría riesgo para la comunidad o de que no evadiría el cumplimiento de la pena en su hogar. En consecuencia, negó la petición hecha y dado que las sentencias de primera y segunda instancias se encontraban en firme, dispuso librar la correspondiente orden de captura.

Interpuesto el recurso de reposición, el Juzgado decidió sostenerse en lo decidido mediante providencia del diecisiete (17) de octubre de 2006, en la cual se refirió a los argumentos plasmados por el abogado, referidos a lo concerniente con el factor subjetivo del artículo 38 del Código Penal, de lo cual dijo que fue estudiado de conformidad con las disposiciones legales, la jurisprudencia y la doctrina, donde se tuvo en cuenta la gravedad y la modalidad puntual del delito por el cual se condenó al señor DIEGO ALBERTO TRUJILLO; así como  su personalidad, atendidos también sus antecedentes judiciales, lo que constituyó suficiente razonamiento y fundamento en torno a las funciones de la pena, pues precisamente de ello se trajo como corolario que el sentenciado requería tratamiento penitenciario en prisión formal y no en su residencia.
Refirió que no eran las teorías doctrinarias ni los tratados de juristas, el camino expedito para la solución de los problemas jurídicos, porque éstos así como la equidad, la jurisprudencia y los principios generales del derecho, no  constituyen más que criterios auxiliares de la actividad judicial según lo dispuesto en el artículo 230 constitucional. No obstante, pueden ser de gran ayuda en la interpretación judicial, pero por sí solos no alcanzarán la objetividad, concreción y realidad que permite el conocimiento de la verdad, un análisis serio, concreto, específico y puntual sobre los elementos de prueba que se tienen a la mano a la hora de hacer esta clase de valoraciones.

Sobre el asunto propuesto por la defensa en cuanto se refirió al principio de la proporcionalidad en un intento por buscar que se mirara si era justo enviar a la cárcel a su defendido, a sabiendas de que existían delitos más graves, así como la referencia a que por haberse realizado la conducta que se le imputó en un lugar cerrado, no era posible que a su representado se le juzgara por lo que hizo o dejó de hacer, ya que nuestro derecho penal es de acto. Sobre el particular, refirió que ni el tema propuesto ni el que jurídicamente corresponde, guardan proporcionalidad con lo que se debatía y en consecuencia era inane cualquier otro debate al respecto.
Consecuencialmente, el despacho se mantuvo en su decisión de negar la valoración de las declaraciones extrajuicio aportadas por el defensor, debido a que por una parte, al pretender probar las razones que justificaban el porte de las armas, mientras de otra, a referirse a la personalidad y actividades del sentenciado, eran asuntos ya tratados por el togado en su escrito y sobre el cual se había pronunciado el juzgado en cuanto a ser impertinentes e inconducentes.
3.-  RECURSO

Al arribar el expediente a esta sede, se corrió el respectivo traslado para la sustentación de la apelación, término dentro del cual el profesional que vela por los intereses del sentenciado, presentó el memorial correspondiente del cual se extracta:

Con fundamento en aparte jurisprudencial que transcribe, estima que las argumentaciones sobre el desempeño personal, personal, familiar y social del sentenciado, no bastan para negar la prisión domiciliaria de un condenado.

De otro lado, sostiene que la prevención general corresponde a la conminación abstracta que se hace a través de los tipos penales y la prevención especial a la fase de ejecución de la pena, las que se combinan al momento de imponerse la pena, en especial en cuanto a la  primera, en orden a demostrar que efectivamente se cumple la amenaza del mal, que es la pena formulada en el proceso de tipificación.

Señala que la decisión del juez en cuanto restringe la libertad de su defendido no resulta consistente ni suficientemente argumentada a la luz de los principios constitucionales que exige la privación de la libertad en un Estado Social de Derecho. Máxime cuando es la misma Corte Suprema la que ha manifestado que para la prisión domiciliaria deben tenerse en cuenta los fines de la pena, donde entran a formar parte los principios de necesidad, proporcionalidad y razonabilidad que no se tuvieron en cuenta en el fallo.
En ese sentido, estima que la prisión domiciliaria se negó por la reincidencia del actor y la gravedad de la conducta actual y se dedica a demostrar que no existe diferencia entre la prisión domiciliaria y la intramural desde el punto de vista objetivo, ya que no es un premio al delincuente ni una dádiva a los ciudadanos.
Luego, se pregunta por qué es necesaria la pena para el señor TRUJILLO, porque demostró incumplir la ley o será acaso una respuesta retribucionista al problema que ya la Carta Política desecha en materia de interpretación de las penas, ya que nada se dijo en el fallo con relación a la necesidad de sancionar a su defendido. Agrega que de conformidad con el principio de proporcionalidad, la pena debe ser aplicada según su naturaleza, es decir, si el delito es de un gran significado social habrá una pena mayor, contrario sensu, si la conducta punible es de menor entidad habrá entonces una sanción menor. En ese sentido agrega que sólo el uso proporcionado del poder punitivo del Estado garantiza la vigencia de un orden social justo fundado en la dignidad y la solidaridad humana.
Itera la posición asumida ante la primera instancia, en cuanto el derecho penal es de acto y por consiguiente no se debe juzgar lo que su representado dejó de hacer sino por lo que hizo, en clara referencia al argumento plasmado en la decisión según el cual por haberse realizado la conducta en un lugar cerrado existió una gran posibilidad de lesionar a otras personas.
Finalmente recaba sobre la necesidad de que la pena sea razonable, por ser proporcional y necesaria, así como en la ratificación de las declaraciones extrajuicio que versarán sobre el desempeño personal, laboral, familiar y social del sentenciado, que permitirán al Juez deducir seria, fundada y motivadamente que no pondrá en peligro a la comunidad y que no evadirá el cumplimiento de la pena. Con fundamento en todo lo anterior, solicita la revocación de la providencia, para que se conceda la prisión domiciliaria denegada.
4.-  consideraciones
Se tiene competencia funcional para desatar la apelación interpuesta contra la decisión proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34.6 de la Ley 906 de 2004.
De cara a los juiciosos planteamientos hechos por el apoderado del interno, debe decir de una vez el Tribunal, que no ve manera de conceder al sentenciado la sustitución de la pena intramural que le ha sido impuesta.

Una afirmación como la que se acaba de hacer, tiene su sustento en que tal como se observan las cosas, es un hecho cierto e incontrovertible que el pronóstico que se ha hecho sobre el desempeño laboral, social y familiar del sentenciado, ha resultado contrario a los intereses del interno. El señor defensor ha procurado con ahínco desestimar la acertada carga argumentativa contenida en las decisiones adoptadas por el Juzgado que vigila el cumplimiento de la pena impuesta al señor TRUJILLO RAMÍREZ, al pronunciarse sobre la petición elevada en primer término y luego, al desatar el recurso horizontal de reposición interpuesto.

Infortunadamente, la respuesta que ha suministrado la judicatura no parece satisfacer al  togado, razón por la cual ha acudido a esta Colegiatura en ejercicio de su legítimo derecho fundamental a acceder a la segunda instancia.

Aparentemente el profesional que representa al sentenciado, pasó por alto en la revisión de jurisprudencia que hizo con destino a motivar sus memoriales, que desde vieja data, nuestro órgano de cierre tiene decantado que el examen de la personalidad que se hace al estudiar la concesión del mecanismo sustituto de la prisión es ex ante y no ex post, es decir, deben tenerse en cuenta los factores que fueron anteriores o concomitantes con la conducta, no los que se presentan después. Y eso, no otra cosa, fue lo que hizo el señor Juez de primer grado y la verdad sea dicha, sus argumentos, contrario a lo manifestado en el recurso, son de plena aceptación para esta corporación, dado que no es posible desconocer que la sola amenaza de una sanción aflictiva de la libertad no fue suficiente para logar que el señor DIEGO ALBERTO TRUJILLO RAMÍREZ se comportara de la manera que se espera lo hiciera cualquier miembro de la  sociedad. Infortunadamente, la imposición de sendas sanciones anteriores en las que se le suspendió condicionalmente la ejecución de la pena impuesta, no surtió el efecto deseado y sin ningún reato, se incurrió en una nueva infracción penal, esta vez, con una carga de afectación de los bienes jurídicamente tutelados aún mayor que la percibida en la otra ocasión. 
En esos términos, no se tiene la garantía de que desde la restricción domiciliaria, no se va a atentar nuevamente contra la comunidad y contra el orden jurídico establecido. Se entiende la razón por la cual se desestimaron las declaraciones extraproceso que se pretendían introducir, dado que ante la evidencia que militaba en el proceso, esas probanzas resultaban inconducentes e impertinentes, argumento que también cuenta con el aval de esta Corporación.
Al margen de lo expuesto, hay que decir que en su argumentación el letrado cuestiona duramente el sistema penal imperante entre nosotros, en cuanto frente a delitos más graves, las consecuencias jurídicas son menos drásticas y, por tanto, igual derrotero se debería aplicar a su cliente. Frente a ello, replica la Sala que una postura así concebida haría pensar que se trata de volver a épocas ya superadas cuando se diferenciaba entre crimen y delito, connotación primera que se separaba para aquellas conductas punibles de mayor gravedad -asesinato por ejemplo- o de la distinción de penas que se hacía hasta la entrada en vigencia de la Ley 599 de 2000, cuando sin existir los medios logísticos para ello, se imponía la pena de arresto a conductas menores y prisión a las de mayor gravedad -aunque en la práctica, se trataba básicamente de la misma sanción-. A la hora de ahora esa inoperante distinción quedó superada y se ha establecido una pena única aflictiva de la libertad, consistente en prisión, la cual ha sido graduada dentro del poder de configuración que se le ha entregado al legislador, de conformidad con la valoración que se haga de la importancia del bien jurídico protegido -contenido de antijuridicidad formal-.
De contera, cualquier inconformidad que se tuviera con respecto a la dosificación punitiva, que en concepto de la Sala aparece como benéfica para el sentenciado, o sobre la necesidad de aplicación concreta de la pena -fin de prevención especial de la sanción- fueron en efecto ventiladas en la interposición del recurso de apelación que el Tribunal resolvió de manera desfavorable a los intereses del sentenciado.
Por manera que, como se anunciara en la iniciación de la parte considerativa de esta providencia, la Sala no ve viable que se pueda prescindir del tratamiento intramural y en ese orden de ideas se impone la confirmación del proveído impugnado.
5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, objeto de alzada. 
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

     MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
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